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    En buena medida estamos gobernados, nuestras mentes están moldeadas, nuestros gustos formados, nuestras ideas sugeridas, por hombres de los que nunca hemos escuchado hablar.


    Edward Bernays, 1928


    


    La guerra contra las drogas es una guerra contra las personas.


    Anthony Henman, 1980


    


    La guerra global a las drogas ha fracasado, con consecuencias devastadoras para individuos y sociedades alrededor del mundo.


    Comisión Global de Políticas de Drogas, 2011


    


    La guerra contra las drogas –insistimos– está perdida para quien no se opone a la instalación de este sistema [sic].


    Conferencia Episcopal Argentina, 2015


    


    La transición de un paradigma en crisis a otro nuevo del que pueda surgir una nueva tradición de ciencia normal está lejos de ser un proceso de acumulación, al que se llegue por medio de una articulación o una ampliación del antiguo paradigma. Es en realidad una reconstrucción del campo, a partir de nuevos fundamentos, reconstrucción que cambia alguna de las generalizaciones teóricas más elementales del campo, y muchos de los métodos y aplicaciones del paradigma.


    Thomas Kuhn, 1962

  


  
    Introducción


    Drogas: más allá de la mano dura de la prohibición


    El fenómeno de las drogas es un asunto global que ya ocupa un lugar central en la agenda mundial, afecta de manera significativa a Estados y sociedades, incide en la vida social, financiera y política, y es parte del debate electoral en múltiples países, movilizando a la opinión pública, a instituciones domésticas de diverso tipo y a los organismos internacionales. Por su complejidad, involucra cuestiones morales, culturales y religiosas, se burla de las concepciones absolutas sobre la soberanía nacional y se fortalece con la persistencia de la prohibición.


    En este texto abordo el debate acerca de las drogas ilícitas desde dos ángulos. Por un lado, me propongo explicar la evolución histórica y el alcance actual del prohibicionismo –que se sostiene en la quimera de una abstinencia global de sustancias psicoactivas ilegales– y, por el otro, esclarecer el estado de la situación en América Latina en general y en la Argentina en particular en relación con lo que se ha llamado la guerra contra las drogas.


    Así, expongo en primer lugar cómo se concibió y desarrolló, a lo largo de más de un siglo, el régimen internacional de drogas ilícitas (RIDI), y analizo en detalle sus principios básicos y sus rasgos sobresalientes. Para esto, identifico actores, argumentos y dinámicas desde un enfoque de economía política internacional que contribuya a precisar ganadores y perdedores, avances y retrocesos, restricciones y opciones ante la prohibición. En ese sentido, los capítulos 1 y 3 apuntan a reconstruir la historia del RIDI y a trazar el mapa de su configuración contemporánea, con especial atención a lo que sucede en el marco de organismos como la ONU, ya que en ese escenario transnacional se vislumbran líneas políticas que luego se traducen de algún modo en cada país. Esta perspectiva permite, entre otras cosas, evitar lecturas lineales y estáticas del fenómeno de los narcóticos en el plano mundial y discernir las complejidades y contradicciones que lo caracterizan.


    En esencia, subrayo el creciente cuestionamiento a las estrategias y políticas desplegadas con el objetivo de alcanzar la panacea de una sociedad libre de sustancias psicoactivas ilegales, propósito que considero a la vez temerario e inalcanzable. En efecto: así como se ha globalizado la prohibición, también han aumentado las voces, iniciativas y prácticas que desnudan su ineficacia y peligrosidad. Sin embargo, no se debe confundir la impugnación del régimen con su obsolescencia. Más allá de los discursos que invocan el diálogo y los compromisos de las partes, los incentivos negativos y positivos para resolver el problema de las drogas, el balance entre medidas relacionadas con la oferta y la demanda y la importancia de políticas integrales, las prácticas efectivas y específicas de la gran mayoría de los Estados muestran que el régimen internacional de drogas ilícitas no se ha debilitado de manera irreversible. Este libro busca, entonces, resaltar la tensión existente entre el prohibicionismo y sus impugnadores, así como las dificultades para avanzar y enraizar un paradigma alternativo al vigente.


    El segundo eje de este trabajo está centrado en América Latina y la Argentina. El capítulo 2 –que ofrece evidencia de que la región ha padecido, y padece, los efectos deletéreos de una estrategia punitiva feroz y funesta– constata el comprobado fiasco de la guerra contra las drogas. Las manifestaciones que ha adquirido el fenómeno de las drogas a lo largo y a lo ancho de América Latina indican que ya no se está ante una situación perjudicial que sólo se verificaría en el plano nacional o subregional. En ese sentido, el dilema que afecta a toda la región no requiere hacer más o menos lo mismo sino algo distinto. Una región periférica, convulsionada y aquejada por el narcotráfico no puede asumir como propia la lógica de la guerra contra las drogas: aceptar sus persistentes y crecientes costos ya no es un acto heroico sino un gesto de inmolación. Aquí se plantea que los gobiernos del área no se han abocado a la exigente tarea de abordar y solucionar, al menos de manera parcial, los problemas estructurales que han permitido que el negocio de las drogas florezca, prospere y se propague. Al mismo tiempo se enfatiza la falta de un acuerdo social y político para enfrentar el tema. Ninguna política pública será eficaz y legítima si no cuenta con el respaldo pleno del Estado y el compromiso activo de la sociedad civil, lo que exige tejer con paciencia y elencos competentes un consenso ciudadano y partidista en cada país, para que las medidas que se apliquen resulten creíbles y efectivas. Por el contrario, suele suceder que los ciclos electorales y la habitual política de negación operen a favor del disenso inconducente y la invocación a la “mano dura”. Sólo la existencia de referentes más esclarecidos, y menos corroídos, en el Estado y la sociedad, pueden propiciar la construcción de convergencias graduales, puntuales y prácticas en materia de drogas.


    El capítulo 4, finalmente, se aboca a analizar la situación de la Argentina. En este caso se ubica la evolución reciente del fenómeno de las drogas a partir de la escasa, en cantidad y calidad, información disponible. En buena medida hay una brecha significativa entre el estado de alarma oficial y pública que el tema despierta de forma episódica y el número y rigor de los datos y estudios realizados en el país. En ese contexto, el factor más elocuente en años recientes ha sido el aumento de las voces punitivas de diverso origen y propósito en medio de un campo yermo por ausencia de diagnósticos gubernamentales serios y de investigaciones académicas sistemáticas. De manera paradójica, este hecho singular ha generado un mayor impulso para que la Argentina se sume a la fallida guerra contra las drogas en vez de estimular un mejor conocimiento sobre el tema y una deliberación social y política más informada en la materia. Tal como sucede en otros ámbitos –por ejemplo, el de la política exterior–, se oscila entre la subactuación o la sobreactuación del gobierno de turno, y el desdén o la desmesura en las actitudes de la opinión pública, lo cual tiene como corolario una tendencia a establecer analogías erradas y políticas infructuosas. En esta línea, el fantasma de la “colombianización” o “mexicanización” de la Argentina se agita sin fundamento fáctico, al tiempo que se invoca la urgencia de combatir el “flagelo” de las drogas mediante la estrategia de recurrir, de hecho, a tácticas coercitivas ineficaces.


    Con ese telón de fondo, la administración del presidente Mauricio Macri se ha caracterizado, más que otros gobiernos desde los años noventa, por la tentación de sumar a la Argentina a la guerra contra las drogas, en el mismo momento en que crecen en la región los cuestionamientos y resistencias al modelo de la cruzada antinarcóticos. En este campo, más que por repensar políticas previas, el gobierno de Cambiemos parece haber optado por aglutinar y profundizar estrategias coercitivas ya fracasadas en las últimas dos décadas. En realidad, hay poca novedad en la política pública antidrogas en el país; lo que sobresale es la repetición e intensificación de prácticas ya conocidas y frustrantes.


    En virtud de lo anterior, al final del libro propongo una perspectiva alternativa a la vigente. Ofrezco el esbozo de una mirada progresista sobre un asunto que ha generado y genera costos humanos enormes y ganancias siderales para los grupos criminales y sus asociados en el mundo de la legalidad; costos y ganancias que coexisten y se nutren de la prohibición.


    He venido trabajando en este texto durante los dos últimos años. Parte del libro recoge avances de un proyecto de investigación que contó con el generoso apoyo de la Corporación Andina de Fomento. Mi agradecimiento especial a la CAF.


    


    Juan G. Tokatlian


    Diciembre de 2016

  


  
    1. Cien años de prohibicionismo


    Un marco de referencia para entender el fracaso de las políticas contra las drogas


    El centenario régimen internacional de drogas ilícitas (RIDI), que se constituyó a partir de 1909 para establecer las reglas de juego en la lucha contra el narcotráfico, no está al borde del colapso, pero recibe cada vez más objeciones y, de forma concomitante, pierde su legitimidad. Esta erosión se expresa, por ejemplo, en el hecho de que las naciones que suscribieron sus prescripciones y obligaciones o bien han dejado de aceptarlas o bien intentan evitarlas o burlarlas. Aunque no se asiste, por supuesto, a su plena desaparición, hay señales evidentes de un importante giro paradigmático.


    La prohibición de las drogas, entendida como la búsqueda de la abstinencia y de una sociedad libre de sustancias ilegales, aún prevalece en el mundo; en términos concretos, esta prohibición implicaría suprimir el cultivo, la producción, el procesamiento, el tráfico, la distribución, la comercialización y el uso de un conjunto específico de sustancias psicoactivas. En contraposición a este modelo, en varios países han surgido alternativas regulatorias, en los planos nacional y subnacional.


    La versión más militante del prohibicionismo, la llamada guerra contra las drogas, recibe críticas cada vez más frecuentes, y la experimentación con nuevas políticas hacia las sustancias psicoactivas declaradas ilegales[1] tiende a avanzar en distintos contextos geográficos. En el epicentro de estos cambios, ya sea en términos de un cuestionamiento más audible como de prácticas concretas novedosas, se sitúa América Latina.


    Pero, ¿qué es lo que se desafía? ¿En qué consiste la llamada “guerra contra las drogas”? Según Ron Chepesiuk,


    la expresión describe los esfuerzos de los gobiernos de todo el mundo para hacer cumplir las leyes nacionales en materia de drogas. Muchos líderes políticos creen que, para enfrentar con eficacia las consecuencias negativas del tráfico y del abuso de drogas, el problema debe abordarse como si las naciones estuvieran en guerra. Así, como en una guerra real, los traficantes, los consumidores y los adictos son tratados como enemigos del Estado. Se modifican las leyes para asegurar castigos más severos, y a menudo los condenados permanecen en prisión por períodos muy prolongados. Como en una guerra, se resignan las libertades civiles en pos de alcanzar el objetivo militar, que es prioritario. Algunos analistas sostienen que la metáfora de la “guerra contra las drogas” genera un clima de “nosotros contra ellos” y alimenta la ilusión de que el tráfico ilegal y el consumo pueden detenerse, y de que es posible alcanzar la victoria (1999: 261-262).


    Para entender de manera cabal este fenómeno y poner en evidencia hasta qué punto hoy se lo cuestiona, conviene seguir la evolución del RIDI, trazar un breve balance de la prohibición y analizar –sobre la base de datos confiables– el estado de la estrategia antidrogas que aún prevalece.


    Génesis y desarrollo del prohibicionismo


    El régimen internacional de drogas ilícitas se constituyó a lo largo de varios años. El puntapié inicial se dio en 1909, con la Comisión Internacional del Opio de Shanghái (Buxton, 2008), seguida, pocos años después, por la Convención del Opio de La Haya en 1912, cuyos signatarios originales fueron Alemania, Estados Unidos, China, Francia, Gran Bretaña, Italia, Japón, Holanda, Persia, Portugal, Rusia y Siam. A ella le seguirían las Convenciones del Opio de Ginebra en 1925. En ese lapso, aparecen ya algunos rasgos significativos de lo que se convertirá en una tendencia marcada. En primer lugar, predominó la palabra de los países centrales de la época. La voz de la periferia era insignificante y se entendía que las naciones proveedoras de sustancias psicoactivas declaradas ilegales debían adaptarse a las incipientes “reglas del juego” en términos de lucha contra el narcotráfico. Así y todo, cabe aclarar que en varios países de América la tendencia a la criminalización en materia de drogas no fue sólo el reflejo caótico de la presión externa, sino que respondió a motivaciones locales y fuerzas internas que se movían en esta dirección (véase, para el caso de México, Schievenini Stefanoni, 2013).


    En segundo lugar, las consideraciones religiosas fueron muy influyentes a la hora de generar un clima propicio a una mayor firmeza frente al narcotráfico; impulsadas sobre todo por los Estados Unidos, se expresaron con claridad a través de Charles Henry Brent, obispo episcopaliano que cumplió funciones en el estado de Nueva York, participó en comisiones internacionales para combatir el comercio de drogas y fue capellán de las fuerzas armadas estadounidenses durante la Primera Guerra Mundial. En efecto, las religiones siempre han estado atravesadas, en un sentido u otro, por la cuestión de las drogas, un fenómeno que, a su vez, registra elocuentes variaciones históricas (hay que decir que entre finales del siglo XIX y principios del XX, sustancias psicoactivas como la heroína, la cocaína y la marihuana estaban disponibles y no eran ilegales).[2] Mientras la religión se embarcaba en esta “cruzada”, los médicos, la industria farmacéutica y los responsables de las políticas públicas antinarcóticos, especialmente en los Estados Unidos, se convirtieron en actores clave en la promoción de iniciativas para el control de las drogas.


    En tercer lugar, el grado de globalización era bajo: las dos guerras mundiales fueron reveses drásticos en la ola de creciente interdependencia de finales del siglo XIX y principios del XX. Así, y entre otras, las consecuencias de las políticas coercitivas contra la oferta en materia de drogas y que afectaban sobre todo a las naciones subdesarrolladas no resultaban un asunto de interés, atención o preocupación para las grandes potencias ni para sus respectivas sociedades.[3]


    En cuarto lugar, la mayoría de los gobiernos que participaban de las conferencias y acuerdos internacionales en torno a las drogas no eran democracias, como tampoco lo eran la mayoría de los miembros en la Liga de Naciones en 1919, que “proveía a la comunidad internacional con un cuerpo centralizado (el llamado Comité Asesor sobre Tráfico de Opio y Otras Drogas Peligrosas) para la administración del control de drogas” (Paoli, Greenfield y Reuter, 2012: 926). En estas condiciones, rara vez se manifestaban dudas, reclamos o críticas hacia el naciente régimen internacional para el control de las drogas.


    Después de la Segunda Guerra Mundial y hasta el final del siglo XX se observa otro panorama. La Guerra Fría y la inmediata posguerra pusieron en evidencia la hegemonía estadounidense en el mundo occidental y la configuración de un momento unipolar, respectivamente. Eso permitió que Washington delineara y consolidara el RIDI: la Convención Única de 1961 sobre Estupefacientes, la Convención de 1971 sobre Sustancias Psicotrópicas y la Convención de 1988 contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas reforzaron la prohibición mundial de las drogas. Se instaló y comenzó a extenderse así la práctica de la “narcodiplomacia”, entendida como un tipo de relación en la que el actor más poderoso e influyente (los Estados Unidos) logra exportar su concepción de una guerra contra las drogas a naciones más débiles o subordinadas.


    La fase inicial de la militarización de la guerra contra las drogas, sobre todo a partir de la década de 1970 y en particular en América Latina, se desplegó con intensidad. El presidente Richard Nixon formuló la convocatoria original a una guerra contra las drogas en 1971: en buena medida, el incremento del consumo de marihuana y heroína proveniente de México y Turquía, respectivamente, sirvió de argumento para declarar el inicio de una cruzada contra los narcóticos, dentro y fuera de los Estados Unidos. A partir de entonces el régimen internacional de drogas ilícitas adquirió más densidad y gravitación y se basó, de manera más notoria, en la dinámica clásica y ortodoxa de la seguridad nacional: un régimen concentrado en los Estados, fuertemente represivo y con foco en el control de la oferta.


    Hasta comienzos de los años ochenta las fuerzas armadas estadounidenses se mantuvieron renuentes a involucrarse en la lucha antinarcóticos en el exterior –de hecho, por la ley Posse Comitatus de 1878 no podían actuar dentro del país en labores vinculadas al orden público–. Así, en 1981 el Departamento de Defensa no recibió recurso alguno para tareas de interdicción de drogas. Sin embargo, con Ronald Reagan en la presidencia, el impulso bélico de los civiles se intensificó: la Casa Blanca y el Congreso coincidieron en una ofensiva prohibicionista. La administración estableció la Fuerza de Tareas de South Florida, que en 1983 derivó en el Sistema Nacional de Interdicción de Narcóticos en la Frontera bajo la dirección del entonces vicepresidente George H. W. Bush. El ascendente papel de los militares en la guerra contra las drogas cobró vigor desde mediados de los años ochenta, es decir, antes de que finalizara la Guerra Fría. La Public Law 97-86 autorizó una participación “indirecta” de las fuerzas armadas en el combate antidrogas. En abril de 1986 Reagan firmó la Directiva presidencial nº 221 que declaraba que las drogas constituían una amenaza letal a la seguridad de los Estados Unidos y amplió, en consecuencia, el rol de los militares en la lucha antinarcóticos. Tres meses después –el 15 de julio– Washington envió a Bolivia una unidad de combate del ejército (de la Brigada de Infantería 193 estacionada en Panamá) con seis helicópteros Black Hawks para llevar a cabo la “Operation Blast Furnace”, dirigida a localizar y destruir laboratorios y centros de producción de cocaína.


    En otro orden, el contexto y la lógica de la Guerra Fría no facilitaron una deliberación global contra las drogas: no era un tema prioritario en la agenda internacional, entonces dominada por las cuestiones de la “alta política” de defensa y seguridad en el marco de la disputa Este-Oeste. El debate mundial también se estancó debido a limitaciones propias de las Naciones Unidas en relación con el tema. De hecho, todavía hoy existen problemas críticos y no resueltos en ese ámbito: la rigidez e incluso el anacronismo de los instrumentos jurídicos (protocolos, convenciones y acuerdos); las dificultades de financiación (origen, cantidad, destino y alcance de los fondos) para el organismo especializado (Oficina de Naciones Unidas contra la Droga y el Delito); la (baja) calidad de los datos recogidos; la metodología (deficiente) aplicada; la (parcial) evaluación implementada. Además, existen al menos cuatro organismos internacionales que tienen iniciativas diferentes, y a veces contradictorias, sobre drogas.[4] La afirmación de Stares de hace dos décadas continúa vigente:


    La barrera más importante contra una mejor comprensión del problema de las drogas sigue siendo la escasez de buena información. Es difícil pensar en un problema de política pública de similar relevancia que cuente con datos tan insuficientes y con barreras metodológicas tan altas para acceder a mejor información (1996: 10).


    Durante muchos años, ser “duro frente a las drogas” fue el lema de varios países a pesar de sus resultados poco promisorios. De algún modo, la racionalidad subyacente se mantuvo: hacer más de lo mismo con la convicción de que, con independencia de los efectos inmediatos, esa estrategia terminaría por dar resultados exitosos algún día.


    Mediante un enfoque elemental de economía política se puede observar quiénes han sacado más provecho de la guerra contra las drogas: bastará constatar que los enormes presupuestos antinarcóticos generaron burocracias de gran tamaño e importantes ganancias electorales para quienes prometían manu militari. Se trata de un poderoso grupo de interés (corporativo, político, religioso, económico, médico, militar y mediático) que procuró preservar y ahondar las políticas coercitivas en curso (véanse Chermak, 1997; McGaw, 1991, y Reinarman, 1994). Esta heterogénea coalición de ganadores, tanto a nivel nacional como internacional, intentó establecer una especie de “orden” en materia de drogas, con la pretensión de “normalizar” la prohibición mundial.


    La erosión del régimen prohibicionista


    Todos los procesos descriptos en el marco del RIDI y de la guerra contra las drogas muestran hoy notables cambios. El Sur no sólo emerge económica y diplomáticamente, sino también porque busca respuestas alternativas a las que han predominado en la materia. La otrora fuerte relación patrón-cliente entre los países centrales y los periféricos se torna cada vez más insostenible, sobre todo porque los costos de la lucha antinarcóticos se han distribuido, por años, de manera desigual.


    Aunque la religión ha sido, durante mucho tiempo, una influencia moral determinante de la política contra las drogas, su peso parece decrecer en Occidente. Veamos más de cerca este fenómeno: la legalización plena de la marihuana en los Estados Unidos (los estados de Colorado y Washington) y Uruguay ha revivido la cuestión del vínculo entre religión y drogas. En el caso estadounidense, con un doble telón de fondo. Por un lado, ya son 23 los estados –a los que se suma la capital de la nación, Washington– que han legalizado la marihuana para fines medicinales. Por el otro, según encuestas de Gallup, en 2001 al 58% de la opinión pública le inquietaba mucho el problema de las drogas, mientras que en 2014 sólo al 34% le preocupaba tanto. También según datos de Gallup, en 1969 apenas el 12% favorecía la legalización de la marihuana, mientras que en 2013 el porcentaje se había elevado al 58%. En 2014, una encuesta del Pew Research Center mostró que el 54% de los estadounidenses respaldaba esa legalización, mientras un sondeo de CNN/ORC ubicó ese nivel de aprobación en el 55%. En una encuesta de 2013 del Public Religion Research Institute en los Estados Unidos, el 58% de los protestantes blancos y el 54% de los protestantes afroamericanos de las denominaciones principales favorecían la legalización de la marihuana, mientras el 69% de los evangelistas se oponía. Entre los católicos, el 48% estaba a favor y el 50% en contra, con una aprobación del 50% entre los jóvenes (18-29 años). En estados con mayorías religiosas singulares, como Utah (60,7% son mormones), si bien el 71% de los mormones se oponía a la legalización de la marihuana, el 75% de los católicos, el 68% de los protestantes y el 50% de los judíos apoyaban la marihuana legal, según una encuesta de 2013 del Libertas Institute.


    En el caso de Uruguay, y a pesar de que las encuestas (CIFRA, Mori, Factum) indicaban que no existía una mayoría a favor de la legalización, el gobierno avanzó con esa iniciativa y logró el respaldo del Poder Legislativo. Es interesante señalar que, según la encuesta de Latinobarómetro de 2014, Uruguay es el país de la región donde menos predomina el catolicismo: 41% de la población. Además, es uno de los dos países latinoamericanos que expresa menos confianza hacia la Iglesia Católica: mientras en la gran mayoría la confianza es superior al 60%, en Uruguay es de apenas el 48%. En buena medida el caso uruguayo expresa una interesante secularización.


    El despliegue profundo y rápido de la globalización en las últimas décadas ha estimulado los contactos entre diversas sociedades civiles y actores no estatales y ha posibilitado un aumento del intercambio generalizado de información sobre los asuntos del mundo y la construcción de amplias coaliciones sociales y políticas en torno a temas como las drogas.[5] Todo eso ha contribuido a generar una red entrelazada de individuos, grupos y organizaciones que exigen poner fin a la fallida cruzada antinarcóticos. En ese marco, la proliferación de las democracias ha sido crucial para cuestionar la prohibición: movimientos autónomos y activos, a nivel nacional y con acuerdos sobre el tema, con contrapartes alrededor del mundo, han desafiado algunos de los principios básicos del RIDI.[6] La gradual transición de poder mundial en curso de Occidente a Oriente, la relativa disminución de la hegemonía estadounidense y la creciente tendencia a la multipolaridad están modificando el escenario mundial en formas todavía difíciles de descifrar. Sin embargo, en cuanto a las drogas, es evidente que la cuestión es ahora parte de una agenda global que requiere mayor deliberación y la incorporación de nuevos matices en el debate público mundial.


    Aunque desde los años setenta han existido distintos grupos afines que rechazan la estrategia punitiva, hoy son más visibles y asertivos. La duplicidad alrededor de las drogas –tanto en clave geopolítica como socioeconómica– sigue existiendo, pero es más difícil de ocultar y tolerar (Syal, 2009). Un ejemplo de esta duplicidad se desprende de las declaraciones de Antonio Maria Costa, ex director ejecutivo de UNODC, quien sostuvo que existía evidencia de que el producto del delito organizado –tráfico de drogas y otras actividades ilegales– fue “el único capital de inversión líquido” a disposición de algunos bancos al borde del colapso durante la crisis financiera de 2008 y a posteriori. Costa, sin embargo, se negó a identificar los países o bancos involucrados.


    La guerra contra las drogas recibe cada vez más objeciones en los países industrializados y una creciente resistencia en las naciones subdesarrolladas: los países del Sur toleran cada vez menos la “misión” de cargar mayoritariamente con los costos[7] de la cruzada antinarcóticos.


    A su vez, las altas tasas de encarcelamiento y condena no han logrado el objetivo de alcanzar una sociedad “libre de drogas”. En efecto, en los países y regiones con graves problemas relacionados con el fenómeno de las drogas –desde México a Afganistán, desde los Andes a África occidental– los derechos humanos están seriamente comprometidos. Al mismo tiempo, las epidemias de VIH/SIDA aumentan en lugares donde se incrementa el uso de drogas inyectables, como sucede en Rusia, América Central y el sudeste de Asia y África subsahariana. Más aún, según Werb:


    A pesar de un aumento de la inversión en políticas destinadas a reducir e interrumpir la oferta global de drogas, en términos generales desde 1990 los precios de las drogas ilegales bajaron y su pureza se incrementó (2013: 6).


    En vez de enmarcar la cuestión de las drogas como un asunto exclusivamente de seguridad, tal como ocurrió hasta finales de los años noventa,[8] muchos expertos, organizaciones no gubernamentales, líderes políticos, personalidades prestigiosas y grupos de reflexión hoy consideran el tema como un reto a la gobernabilidad, asociado con instituciones nacionales débiles, con el deterioro del Estado de Derecho (local e internacional), con un entorno global volátil y con un complejo conjunto de vínculos criminales transnacionales.


    Mientras tanto, la idea de un “orden” en materia de drogas está puesta en entredicho por los actores más afectados por la economía política internacional de ese fenómeno: los campesinos vulnerables que están ahora más organizados; los pobres urbanos con frecuencia maltratados por las fuerzas de seguridad; el usuario ocasional de drogas que no produce violencia con su hábito; las minorías y los jóvenes, que son los más perseguidos; muchos especialistas independientes que han estudiado esta cuestión y varios jueces sobrecargados de casos de narcomenudeo, entre muchos otros, no aceptan “naturalizar” la cruzada contra los narcóticos.


    En suma: las políticas más vehementes no sólo no han logrado resolver el problema de las drogas, sino que han agravado las desigualdades sociales y políticas existentes. Estos cambios trascendentales han creado una ventana de oportunidad para reevaluar las políticas de control de drogas en todo el mundo y el RIDI. En esencia, el nuevo entorno global contribuye a repensar el paradigma de la prohibición y contemplar estrategias alternativas.


    Cómo se articula el prohibicionismo realmente existente: contradicciones y claroscuros


    La prohibición, como núcleo que ha informado las políticas públicas regionales e internacionales en materia de drogas ilegales, entraña ciertos aspectos que es preciso subrayar. Por una parte, es un fenómeno mundial. Los Estados Unidos sobresalen por sostener una versión más militante y Europa por afirmar una relativamente más suave. Esto supone el imperio de un modelo prohibicionista liderado por los Estados Unidos que ni la Unión Europea ni las potencias emergentes han cuestionado o impugnado. Aunque cada vez con más sospechas y críticas, América Latina también lo ha adoptado, además de haber sido acogido por la Organización de Naciones Unidas.


    Más aún, el vigor de la cruzada se ha manifestado en distintos continentes con sus diferentes tradiciones políticas, institucionales y culturales. Por ejemplo, durante el mandato del primer ministro conservador John W. Howard (11/3/1996-3/12/2007), Australia cambió la política de reducción de daños (harm minimization) que había caracterizado por años al país por la de “duro frente a las drogas” (tough on drugs) (véase Bessant, 2008). Desde 2003, Rusia impulsó su modelo de cruzada antinarcóticos (Orlova, 2009): en 2011 el presidente de la Duma rusa, Boris Gryzlov, anunció que el país debía lanzar una “guerra total contra las drogas” (Parfitt, 2011). Suecia, por su parte, se ha caracterizado por sostener posturas de “mano dura” a nivel doméstico e internacional (véanse Olsson, 2002, y Blomqvist, 2015). En 2000, los países de la Asociación de Naciones del Sureste Asiático (ASEAN), conformada por Brunei, Camboya, Filipinas, Indonesia, Laos, Malasia, Myanmar, Singapur, Tailandia y Vietnam, junto con China, iniciaron el ACCORD (Operaciones de Cooperación entre ASEAN y China para Responder a las Drogas Peligrosas) con el propósito de alcanzar una región “libre de drogas” en 2015.[9] El 15 de abril de 2005 el Comité Central del Partido Comunista de China –con la presencia del entonces presidente Hu Jintao– anunció el comienzo de la “guerra del pueblo contra las drogas” (véase Swartnström y Yin He, 2006).


    Dicho esto, la prohibición actual no es uniforme e integral: prevalece un modelo inconsistente o dual de coerción. Más allá de la retórica de cruzada y las acciones vehementes contra los narcóticos, el prohibicionismo vigente está plagado de ambigüedades, dobleces e inconsistencias. Por un lado se castiga y se persigue de manera selectiva a determinados protagonistas y se ataca con más énfasis a ciertas fases del fenómeno de las drogas. Y por el otro se toleran prácticas de algunos agentes en determinadas coyunturas y de acuerdo con criterios opacos. Por ejemplo, los más afectados de manera directa por las prácticas coercitivas y persecutorias son los campesinos y trabajadores temporales vinculados al cultivo de plantíos y la recolección de las cosechas: los indígenas y pobres rurales que deben sufrir los efectos de políticas de erradicación forzada (y en ocasiones química) de plantaciones y las tareas de interdicción. También las llamadas “mulas” cargadas con drogas para ser trasladadas a los polos de demanda; los habitantes de barrios humildes que son el escenario de violentas pugnas territoriales en las que participan traficantes adiestrados, cuerpos de seguridad corruptos, políticos deshonestos y organizaciones criminales; los sectores populares estigmatizados por habitar en lugares de expendio de drogas; los grupos más débiles que carecen de capacidad de presión política para que su “visión” del problema sea tenida en cuenta; los jóvenes víctimas y victimarios de luchas entre mafias; los consumidores ocasionales que son perseguidos como si fueran terroristas en potencia; las familias perjudicadas por la imposibilidad de que un miembro adicto reciba algún tipo de asistencia médica. Estos y tantos otros constituyen el eslabón débil de una extensa cadena que culmina en un negocio enormemente lucrativo para unos pocos.


    En las antípodas, los que obtienen beneficios jugosos de un emporio ilegal suelen gozar de sus lujos e inversiones intocadas a pesar de la parafernalia de normas y restricciones de diverso tipo, de su fama social entre clases pudientes que suelen dar la bienvenida a los “nuevos ricos”, de su inserción económica y política en los intersticios entre la ilegalidad y la legitimidad y ante un Estado (local, provincial-departamental y/o federal) en parte inmovilizado por la colusión de intereses entre algunos funcionarios y las organizaciones criminales, de su poder de cooptación y corrupción nacional e internacional y de las garantías de defensa personal que se proveen a través del mercado desregulado de armas ligeras y el avance de los compañías privadas de seguridad.


    En realidad, la guerra contra las drogas, con su asimetría elocuente y su permisividad respecto de ciertas prácticas, ha generado cada vez más capos del narcotráfico, más señores de la guerra, más gang lords, más magnates del lavado y más delincuentes transnacionales.


    Para entender cómo opera en los hechos el prohibicionismo, vale la pena desagregar los distintos niveles donde se articula. En el plano nacional o federal es más usual identificar propuestas oficiales, legislaciones específicas y prácticas gubernamentales orientadas a explicitar y reforzar el talante prohibicionista. En el plano local se observan avances y logros en un sentido menos punitivo. Gestiones municipales en ciudades y barrios europeos, estadounidenses y latinoamericanos han implementado políticas de reducción de daño; en particular, para disminuir la incidencia del SIDA entre los que usan drogas por vía intravenosa. Asimismo, algunas decisiones en el ámbito judicial en Europa y América Latina han mostrado un espíritu menos prohibicionista.


    No obstante, aun si se consideran los matices que adopta la política sobre el tema según se trate de una jurisdicción nacional/federal o municipal, la prohibición (de la sustancia) como eje de la cruzada antinarcóticos y la guerra contra las drogas (como forma de desplegarla) se fueron “naturalizando”. Es cierto que desde los años noventa el llamado principio de la corresponsabilidad comenzó a ser validado por parte de la comunidad internacional y permitió abrigar ciertas esperanzas en un abordaje más complejo y menos unidireccional. Impulsado en particular por Colombia, México y Gran Bretaña, ese principio sostenía que muchos actores eran al mismo tiempo responsables de la expansión violenta y lucrativa del negocio de los narcóticos, es decir, que el problema no estaba sólo en los polos de producción y en los traficantes, sino también en los centros de consumo, en los proveedores de precursores químicos y en los que llevan a cabo el lavado de activos. En cierto modo, la corresponsabilidad contribuyó a despolarizar, al menos en parte, la polémica interestatal en cuanto a la lucha antinarcóticos y facilitó el logro de algunos ajustes en las políticas públicas. Sin embargo, más allá de un discurso más conciliador y del consenso que generó, las tácticas punitivas no se modificaron y se tendió a tomar la prohibición como algo natural. Lejos de ser un aporte para la solución sustantiva de las dificultades generadas por el fenómeno de las drogas, la corresponsabilidad contribuyó en realidad a reforzar la guerra contra las drogas, una guerra que fue incorporando algunas pocas “zanahorias” al arsenal de “garrotes” tradicionalmente implementados. La retórica de la corresponsabilidad, que fue adoptada por la ONU, permitió así que el statu quo se preservara, al menos hasta comienzos del siglo XXI.


    Esto se produjo en un contexto con ciertas particularidades que inciden como limitaciones. Primero, de manera llamativa, a pesar de que la cuestión de las drogas se entrelaza con un contexto social, legal, político, económico e internacional más amplio y dinámico –la situación de la juventud, las formas de ilegalidad, la fragilidad estatal, la inequidad en la distribución del ingreso y la porosidad de las fronteras nacionales–, es notable la ausencia de estudios comparados y profundos sobre ese telón de fondo y sus nexos.


    Segundo, en general ha primado una aproximación convencional. En esencia, por décadas se impuso una perspectiva dicotómica que consistió en separar a los “países productores” de los “consumidores”. Así entonces, América Latina sería el centro productor de drogas (cocaína, heroína, marihuana) y los Estados Unidos y Europa serían los polos de consumo. Esto oscurece el hecho de que los Estados Unidos son un gran productor mundial de marihuana y epicentro de lavado de dinero,[10] que Holanda es uno de los mayores productores mundiales de éxtasis, que en Europa crece la criminalidad organizada[11] y que, en conjunto, los países de Sudamérica constituyen el tercer mercado mundial en términos del consumo de cocaína.[12] Además, subestima la evidencia de que varios países contienen en sí mismos la mayoría de los eslabones (cultivo, procesamiento, tráfico, venta, lavado y consumo). Divisiones similares se hacen, de manera implícita o explícita, entre “puntos de tránsito” y “puntos de distribución”, entre “receptores de precursores químicos” y “vendedores de precursores”, entre “comerciantes de estupefacientes” y “comerciantes de armas”. Estas miradas simplistas no ayudan a comprender la complejidad y versatilidad del tema, su naturaleza global y la trama de intereses transnacionales (estatales y no gubernamentales) que subyace al lucrativo negocio de los narcóticos. Además, no contribuye a elucidar de qué manera, desde cuándo y por qué se despliega en cada espacio territorial el encadenamiento del fenómeno de las drogas.


    Vale abrir aquí un paréntesis para retomar el puñado de interrogantes que acabamos de mencionar. Es importante reconocer que cada país “tiene el narcotráfico que le corresponde” de acuerdo con su particular experiencia histórica, social y política. Tres ejemplos latinoamericanos que remiten a espacios geopolíticos distintos ayudan a comprender esto: las formas y lógicas, divergentes, que han conocido Colombia, México y la Argentina en cuanto a la evolución y la expansión de las drogas. En el caso del país andino, los primeros carteles poderosos emergieron y se encumbraron en el contexto de un proverbial debilitamiento del Estado, en el marco de una sociedad muy fracturada, ante los ojos impasibles de las élites tradicionales y en un ambiente geoespacial de gran diversidad regional. En el caso mexicano, los principales carteles surgieron, en buena medida, con el consentimiento, a nivel federal y estadual, de un Estado centralizado y monopolizado durante décadas por el aparato político-institucional del PRI (y sus sectores de apoyo). A pesar de que en la superficie mostraba signos de fortaleza, el Estado mexicano se encontraba en un proceso de enorme fragilidad ante el auge de la corrupción, el desquiciamiento policial, la parálisis de la justicia, la desorientación del establishment nacional y el silencio connivente de Washington, al menos hasta principios de este siglo.
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